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(Sin corregir) 


PRESIDE: — Señor Representante Gabriel Pais. 
MIEMBROS: Señores Representantes Álvaro Alonso e Iván Posada. 


INVITADOS: Doctor Ignacio De León, funcionario del Banco Interamericano de Desarrollo (BID) y 
economista Alfredo Echegaray, Especialista Sectorial del BID. 


SEÑOR PRESIDENTE (Gabriel Pais).- Habiendo número, está abierta la reunión. 


Agradecemos la presencia del doctor Ignacio De León, funcionario del BID, experto en libertad de comercio 
y libre competencia, y del economista Alfredo Echegaray, especialista sectorial del BID con sede en 
Montevideo. 


Para nosotros es un gusto recibirlos. Llevamos algo más de un año trabajando en la redacción de un proyecto 
de ley sobre libertad de comercio en el Uruguay y es un gusto recoger la experiencia que el doctor De León 
tiene en la materia. Sabemos que él es un reconocido experto y nos será de mucha utilidad todo lo que pueda 
informarnos y asesorarnos en un tema de una gran complejidad técnica, en el que Uruguay está rezagado al 
no contar con la legislación pertinente. 


Luego del trabajo de nuestra Comisión hemos llegado a un proyecto que está casi concluido sobre defensa de 
la competencia, solo nos resta escuchar algunos comentarios de los funcionarios del Poder Ejecutivo, por lo 
que van a ser muy trascendentes las informaciones que nos va a suministrar el doctor De León. 


SEÑOR DE LEÓN.- Antes que nada quisiera agradecer a esta Comisión la invitación que se me ha 
hecho para intercambiar algunos conceptos sobre el tema que está planteado sobre la mesa. 


Quisiera referirles de un modo muy general la experiencia profesional que he tenido en este tema y, de alguna 
manera, anticipar algunos puntos que podrían ser parte de la discusión central de esta tarde. 


Mi experiencia en el tema de libre competencia comienza en 1991. Tengo doctorado en este tema expedido 
por la Universidad de Londres. Además, he sido Superintendente de Libre Competencia en Venezuela, que es 
la autoridad administrativa encargada de la aplicación de la legislación de competencia en ese país, y tengo 
varias publicaciones sobre el tema. 


El énfasis que he tratado de desarrollar en mi vocación profesional relacionada con este tema ha estado en 
cómo adecuar este tipo de legislación que se desarrolla en países industrializados desde finales del siglo XIX 
al caso de los países en vías de desarrollo como Uruguay y Venezuela. Creo que allí hay una serie de pautas 
que pueden ser muy interesantes para distinguir o identificar ciertas características muy particulares de lo que 
sería la aplicación de una política de este tipo en nuestros países. 


Si uno analiza la legislación de competencia de países como Estados Unidos o la Unión Europea, se 
encuentra con que el desarrollo normativo que se da en este tema está muy asociado a lo que fue el gran 
proceso de concentración industrial que se dio hacia finales del siglo XIX, en los Estados Unidos, con la 
creación del "trust", y en el caso de la Unión Europea se puede ver un elemento normativo desarrollado con 
miras a lograr su proceso de integración. De manera que el concepto está muy asociado con la idea de fallas 
de mercado, y es por esa razón que en esas jurisdicciones se da un énfasis muy central o primordial a todo lo 
que es el tratamiento de las conductas restrictivas que desarrollan empresas que, de alguna manera, generan o 
se apalancan en fallas de mercado y eso hace necesaria la "normativización" de ese tipo de comportamientos 
y su represión. 


Después de mucho examinar este asunto y en virtud de la experiencia práctica que tengo de Venezuela y que 
he podido apreciar en otros países de América Latina, encuentro que el tema de las fallas de mercado es una 
razón fundamental por la cual es necesario dictar este tipo de medidas. Sin embargo, hay un punto preliminar 
o una condición previa que debe ser tenida en cuenta para poder hablar de fallas de mercado en nuestros 
países y es la circunstancia relacionada con la carencia de reglas para estructurar los mercados; dicho de otra 
forma, no tanto asociado a la falla de mercado sino a las fallas de Gobierno, entendiendo Gobierno en el 
sentido de la indefinición que el Estado eventualmente tiene de las reglas que deben operar en el mercado, lo 
cual genera que a veces los mercados funcionen con elevados costos transaccionales y con limitaciones muy 
importantes para el ingreso y participación de las empresas. Esto perjudica especialmente a las empresas que 
no tienen la capacidad financiera para enfrentar y vencer ese tipo de restricciones legales en los mercados. En 
alguna medida eso explica, por ejemplo, por qué razón se da el fenómeno de economías altamente 
concentradas en términos económicos; los sectores industriales suelen ser altamente concentrados. A su vez, 
uno encuentra que dentro de esos sectores industriales altamente concentrados la participación de las 
empresas domésticas suele ser bastante exigua. Se observa que el dominio de esos mercados está en manos 
de empresas multinacionales que tienen el capital financiero para enfrentar ese tipo de resistencias legales 
que se generan por la excesiva regulación de los mercados. 


Con esto quiero significar que el problema de competencia en nuestros países está muy vinculado con ese 
problema regulatorio que debe ser parte de la prioridad del organismo encargado de aplicar estas políticas a 
los efectos de allanar el camino y el mercado, en primer lugar, para que las empresas puedan entrar a 
competir y, en segundo término, para que en el caso de que se generen fallas de mercado se pueda reprimir 
los comportamientos anticompetitivos. 


Siempre me ha parecido sumamente importante que en una legislación de estas características y con este 
propósito se establezca algún tipo de capítulo que permita que la entidad administrativa pueda generar 
iniciativas de desregulación de la economía, lo cual puede ser importantísimo. Y les refiero un caso que tuve, 
en lo personal, en Venezuela. Allí, hasta 1992 hubo una elevada concentración en el sector farmacéutico, 
sobre todo bajo las regulaciones que habían sido establecidas por el Colegio de Farmaceutas de Venezuela. 
Apoyado en una legislación que les daba esa potestad, ellos podían, por ejemplo, limitar el número de 
farmacias y expendios de medicinas al público, por lo que cualquier persona interesada en instalar una 
farmacia no podía hacerlo a menos de 250 metros de distancia de otra. Se tenía como propósito establecer un 
monopolio geográfico a favor de esa farmacia que obtenía la aprobación del Colegio de Farmaceutas que era 
el que daba la autorización. A su vez, este Colegio establecía una limitación sobre las farmacias para no 
competir fuera de ciertos turnos. Había una reglamentación muy prolija en cuanto a la posibilidad de abrir 
fuera de turno, en turno nocturno. Las farmacias tenían unos horarios establecidos para poder abrir a esas 
horas. Ello generó una estructura industrial en ese mercado sumamente atomizada y un fenómeno de 


repartición de rentas y de presión por parte del Colegio de Farmaceutas muy marcada para evitar cualquier 
tipo de alteración de ese reglamento que le daba la posibilidad de tener un mercado delimitado. 


Cuando nosotros enfrentamos esta situación, advertimos que estaba generando evidentes encarecimientos 
artificiales de los medicamentos al consumidor final, como resultado del monopolio establecido de esa forma. 
En consecuencia, el Colegio de Farmaceutas opuso gran resistencia. Sin embargo, nosotros pudimos hacer 
una propuesta muy clara que el Gabinete económico de ese entonces eventualmente acogió y, gracias a esa 
modificación de normas, eliminando todas esas trabas, hoy en día uno encuentra en Venezuela que hay 
cadenas de farmacias muy importantes que han permitido desarrollar esa industria a ese nivel de contacto con 
el consumidor, de una manera mucho más comercialmente agresiva y competitiva; por ejemplo, se dan 
descuentos por ventas de ciertos productos. Uno accede a aquello de una manera muy parecida a como son 
los "drug stores" norteamericanos, con venta de productos fuera del mostrador. Ciertamente, los 
consumidores actuales de Venezuela -al menos, en ese sector de la economía- gozan de una mayor variedad 
de productos y de precios mucho más competitivos; eso lo demuestra la tendencia de precios que se ha 
trazado. Esto es un ejemplo de lo que puede hacer constructivamente un organismo antimonopolio si cuenta 
con ese tipo de potestad. 


Uno puede observar en la tendencia latinoamericana más reciente, a partir de 1994, momento en que se 
establece en la legislación de Costa Rica, una preocupación por establecer potestades de desregulación. 
Además, en este tipo de legislación, existe todo lo que tiene ver con la represión de actos o conductas 
restrictivas de la competencia, y allí hay una gran variedad en cuanto al ámbito de normatividad. Si bien es 
cierto que hay un gran consenso para establecer prohibiciones sobre acuerdos de precios entre competidores 
tipo carteles -para condenar ese tipo de arreglos-, lo cierto es que no lo hay tanto en otros temas que pueden 
ser sensibles, inclusive políticamente hablando, como es el caso de fusiones o adquisiciones que realizan las 
empresas a la hora de ingresar a los mercados y que, eventualmente, pueden servir para las compañías que 
adquieren como instrumento para poder operar o entrar a operar en mercados que son relativamente 
desconocidos. Está el problema de la determinación de cuándo ese tipo de operaciones deben ser reguladas y 
cuándo no deben serlo. Ese es un ámbito bastante controversial. 


Además del tema de los carteles, un ámbito que no es tan controversial es el que refiere a las restricciones 
que se generan como consecuencia de lo que se llama en esta disciplina el abuso de una posición dominante, 
es decir, cuando una empresa detenta un poder de monopolio en el mercado. En estos casos, es importante 
dotar a la entidad administrativa de suficientes elementos de juicio y de valoración sobre las condiciones y 
características del mercado para establecer: primero, que, en efecto, la empresa que está siendo investigada 
detenta un poder dominante en el mercado -digo esto porque cada mercado es distinto y es necesario una 
evaluación individual de cada caso para poder establecerse esa conclusión- y, en segundo lugar, si pese a que 
esa empresa opera singularmente en un mercado, actuando en forma unilateral y excluyendo eventualmente a 
un competidor, esa sería una exclusión injustificada. Por ejemplo, uno podría encontrar el caso de 
proveedores que son discriminados según su referencia comercial: unos son malos pagadores y otros buenos 
pagadores. Ello no sería justo y, ciertamente, configuraría una señal muy negativa para los operadores 
económicos si una ley condenara a una empresa que tiene el dominio del mercado en un caso determinado 
por discriminar al buen pagador del mal pagador 


Es importante sujetar ese tipo de evaluaciones al análisis casuístico. Por esa razón, esta materia tiene tanta 
enjundia económica y requiere un análisis muy denso del tema económico. 


Por otro lado, es fundamental que se trate de un organismo que para desarrollar esas funciones pueda hacerlo 
de modo independiente, con los suficientes poderes y que no esté sujeto a la influencia política, por ejemplo, 
del Ministerio de adscripción al cual pertenece, sino que pueda hacerlo de modo técnico para que sus 
funcionarios tengan estabilidad laboral en los cargos. Estoy relatando lo que he podido apreciar en una visión 
bastante comparada de este tipo de organismos en América Latina, Estados Unidos y la Unión Europea. 


De manera que pienso que esos serían los elementos fundamentales a ser tenidos en cuenta, sin olvidar que 
en el ámbito de los procedimientos que se desarrollan para hacer la sustanciación de los casos es muy 
importante incorporar al Poder Judicial en la comprensión de este tema económico. Todos los países de 
América Latina de una forma u otra hemos pecado en no hacerlo, creando estructuras administrativas que en 
la práctica tienen poco contacto con los entes judiciales, lo cual genera un roce y un problema de orden 
institucional importante porque, en definitiva, el Poder Judicial es el que tiene la última palabra en este tipo 


de asuntos, al revisar judicialmente los actos que dictan estas entidades. Por lo tanto, es importante 
incorporarlos de alguna forma en el marco legislativo al proceso de implementación de estas normas. A 
veces, como en el caso peruano, se organizan tribunales administrativos para resolver ese problema que 
permiten desarrollar facultades judiciales hasta cierto punto y que están incorporados a la estructura misma 
de la entidad de competencia. En el caso de Panamá, el organismo encargado de aplicar estas normas se 
organiza como una especie de fiscalía que presenta casos ante un tribunal especializado que pertenece al 
Poder Judicial. Existen esas dos formas o modalidades de actuación institucional. 


Desconozco el alcance del proyecto que están manejando, pero me gustaría conocerlo por curiosidad 
intelectual. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Ahora mismo le entregaremos una copia del proyecto de ley con el avance al 
día de hoy. 


SEÑOR POSADA.- Sería importante entregarle también el proyecto de ley original con su 
correspondiente exposición de motivos que fue la base del trabajo. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Así se procederá. 


SEÑOR DE LEÓN.- Mi presencia en Uruguay obedece a que estoy actuando como consultor en un 
proyecto que está financiando el Banco Interamericano de Desarrollo con el propósito de fortalecer el 
entorno institucional de aplicación de estas normas de competencia y también las del consumidor. El 
proyecto está basado en la idea de que se trata de fortalecer lo que ya existe, lo que no sujeta a 
condicionalidad previa la adopción de un marco normativo nuevo para ser implementado. 


Ciertamente, del análisis que puedo hacer de la legislación existente encuentro que quizá podría irse haciendo 
un ejercicio de reflexión sobre aspectos que deberían ser reconsiderados. El caso uruguayo ha sido atípico 
con respecto al resto de los países latinoamericanos -esto no es un defecto sino que puede ser una virtud- en 
el sentido de que no ha surgido como una iniciativa única en un momento dado donde anteriormente no había 
nada relacionado con políticas de competencia. Por ejemplo, en Venezuela, la legislación de competencia fue 
un diseño de un Gobierno determinado que se presentó al Congreso y fue aprobado. Eso cambió la 
legislación comercial que se había dictado hasta ese entonces; cambió el paradigma de regulación. En el caso 
uruguayo encuentro que se ha ido avanzando por pasos sucesivos. No creo que esto sea un defecto; puede 
haber sido interesante -y ciertamente muy sabio- ir poco a poco recogiendo la experiencia práctica en la 
aplicación de estas normas para ver dónde están las fallas y qué es lo que hay que mejorar por 
aproximaciones sucesivas. Pienso que es una forma muy inteligente de apreciar los cambios legislativos que 
se requieren hacer en determinada área. 


Sin embargo, cuando uno examina el conjunto se encuentra con que hay ciertas lagunas que pueden ser 
importantes si se quiere ir más allá en el fortalecimiento institucional de esta disciplina en Uruguay. Por 
ejemplo, encuentro que hay limitaciones importantes para que el organismo competente, en este caso, la 
Dirección General de Comercio, pueda abordar el tema de competencia en sectores que están regulados 
sectorialmente, como el de la energía o el de las telecomunicaciones, es decir, donde se han creado fueros 
especiales de regulación. Ahí hay un problema latente, porque cuando uno avanza sobre los procesos de 
liberalización regulatoria, las industrias tienden a asimilarse en buena medida en cuanto a las necesidades de 
intervención regulatoria que requieren. Los problemas que se pueden presentar en el acceso a redes básicas 
en el caso de la telefonía, en términos cualitativos, son muy parecidos a los que pueden presentarse cuando 
uno examina un problema de restricción en la oferta que tiene un proveedor dominante que está en una 
situación de cuasi monopolio en cualquier otra industria. Hay una simetría muy cercana de los casos; puede 
haber un gran aprendizaje si se da una capacidad mayor para que el ente regulador de la competencia, que 
teóricamente sería el más preparado para examinar ese tipo de cuestiones, pueda examinar la eficiencia 
óptima de un diseño regulatorio en el sector de telecomunicaciones. Encuentro que quizá haya una carencia 
en el estado actual de la legislación en el Uruguay. 


Otro problema que me preocupa de una manera muy marcada es la estructura institucional. En este momento, 
el ente regulador de competencia está inserto en la estructura del Ministerio del cual forma parte. Eso puede 
tener virtudes y defectos. La tendencia internacional se aparta de esa regla y hay buenas razones para pensar 


que eso es conveniente. Desde el punto de vista procesal, elimina la necesidad de un trámite excesivamente 
largo a la hora de examinar casos relativos con competencias. El trámite de competencia dura alrededor de 
ciento veinte días, pero cuando se le agrega el recurso de revocación administrativa que hace el ente más el 
recurso jerárquico hay que sumar doscientos cuarenta días a un procedimiento que por su propia dinámica 
debió haberse tramitado muy rápido. No son ciento veinte días, como inicialmente uno supondría, sino que 
son ciento veinte más doscientos cuarenta, lo que va contra la dinámica regulatoria que uno esperaría obtener 
de la entidad administrativa a la hora de presentar un procedimiento. Eso puede generar problemas 
importantes si, por ejemplo, una empresa denuncia a otra con el ánimo de generarle una reputación comercial 
adversa ante la sociedad al ser acusada de una práctica comercial, y es una denuncia infundada. Pese a que 
existen mecanismos procesales para resarcir a la víctima de una situación de este tipo, lo cierto es que el 
procedimiento es excesivamente largo y coloca a la empresa víctima en una situación particularmente 
desventajosa. 


Algo que me parece más importante aún es la justificación que suele darse en estos casos internacionalmente. 
Me refiero a que es más conveniente que la autoridad regulatoria mantenga en la medida de lo posible una 
independencia real de cualquier tipo de presión. Hay que partir de la base de que la transparencia en estas 
normas depende de la calidad de las decisiones que tome el ente y esa calidad es percibida por los agentes 
económicos, dependiendo de si hay algún tipo de injerencia política o de alguna otra naturaleza al del tema 
que está siendo tratado. 


Por ese motivo creo que es importante dotar a la entidad administrativa que estudie estos temas de la mayor 
independencia posible. Entiendo que, eventualmente, eso podría generar una carga burocrática o de 
financiamiento adicional al Presupuesto, pero ese es un poco el dilema porque quien quiere una torta tiene 
que romper los huevos. Si se quiere que las decisiones sean percibidas como transparentes por los agentes 
económicos, es inevitable que deba dotarse a la entidad de los mecanismos institucionales para que genere 
esa credibilidad en ellos. Ese es un problema que encuentro que podría presentarse aquí, más allá de la buena 
disposición que he podido notar que existe de parte de las autoridades. A mi juicio esos son dos problemas 
centrales. 


Lamento no haberme ceñido mucho al material que traje, pero en él están contemplados los conceptos que he 
tratado de reflejar en la conversación. En los dos últimos cuadros trato de hacer la revisión de las reflexiones 
que pienso que podrían ser interesantes para el caso de Uruguay, en el contexto de la redacción de una ley de 
competencia. 


Con respecto al tema del último cuadro, titulado "Algunas cuestiones a considerar en Uruguay" considero 
que es conveniente apoyar el trabajo que está haciendo la Dirección General de Comercio en este momento 
en que se está cohesionando con el propósito de hacer más efectivo el desempeño en este tema. 


Ciertamente pienso que el fortalecimiento actual, a través de la implementación de las normas, generará 
experiencias importantes que en algún momento podrán quedar reflejadas en el diseño legislativo que se 
pueda dar a futuro, aprovechando la experiencia con la que ya cuenta el organismo. 


En ese mismo cuadro menciono el aspecto de la coordinación interinstitucional con los Entes reguladores, 
que de alguna manera debería promoverse. También hago referencia a promover la independencia funcional, 
tema al que ya me referí. 


Con respecto al asunto que figura en cuarto término en el cuadro, debo confesar que estoy hablando en base a 
lo que he visto en otros países de América Latina pero no conozco la realidad uruguaya en este tema, por lo 
que simplemente estoy aventurando una idea. Pero uno encuentra que gran parte de los problemas de 
competencia dentro del comportamiento empresarial tocan empresas que son del Estado o que, de alguna 
manera, reciben algún trato especial por parte de los Entes del poder público a través, por ejemplo, de 
subsidios o ayudas. En la Unión Europea hay disposiciones específicas sobre estos temas que obligan a la no 
discriminación en el trato y creo que esto es algo que puede ser interesante para considerar en alguna 
legislación futura y por esa razón lo menciono. 


El último tema tiene que ver con lo que comenté anteriormente con respecto a dotar al Ente regulador de 
competencia de poderes que le permitan identificar barreras legales y promover su desregulación. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Le entregamos el proyecto de ley, en el estado de avance en que se encuentra 
a la fecha. Si luego de leerlo gusta hacernos algunos comentarios, nos los podría enviar por mail, pues 
sé que se está yendo del país en el día de mañana, pero cualquier reflexión referida al proyecto nos 
vendría muy bien. 


SEÑOR DE LEÓN.- Con muchísimo gusto. 
SEÑOR PRESIDENTE.- ¿El doctor De León tiene previsto volver? 


SEÑOR ECHEGARAY.- No en el corto plazo, pero tal vez más adelante, en alguna evaluación 
intermedia de la operación. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Quiero aclarar que el proyecto de ley fue preparado por el doctor Rippe, que 
es catedrático Grado V de Derecho Comercial de la Facultad de Derecho de la Universidad de la 
República y es el principal especialista económico que tenemos en Uruguay en materia de leyes de 
defensa de la competencia. Fueron muy pocas las variantes que formulamos al proyecto aunque 
considero que algunas fueron muy oportunas y apuntamos a mejorar en alguna medida el presentado 
por el doctor Rippe. 


Este proyecto mejora la realidad actual en lo que tiene que ver con el órgano de aplicación de las normas 
pues tiene previsto un tribunal de defensa de la competencia. En esa materia tenemos algunas dificultades 
constitucionales, fundamentalmente en lo que tiene que ver con los tiempos, ya que de todas maneras, 
cualquiera sea el órgano, todas las decisiones están sujetas a los recursos de revocación y jerárquico ante los 
superiores, que generan determinadas demoras que son insalvables en el país porque el procedimiento está 
marcado en la Constitución. De todas maneras creo que la solución que plantea el proyecto, dadas las 
limitantes constitucionales que tiene nuestro país, es de las más atinadas. Propone un Tribunal de defensa de 
la competencia, como órgano desconcentrado, con una integración lo más económica posible pero con un 
período de duración e inamovilidad de los miembros -es decir un mandato mínimo-, de manera de conferirles 
independencia de criterios y evitar que estén sujetos a los tiempos de cambio de las autoridades políticas. A la 
vez establece una incompatibilidad con otras tareas profesionales de forma de evitar, en lo posible, los 
conflictos de intereses en las personas que tengan a su cargo la integración del Tribunal de defensa de la 
competencia. Esa es una síntesis del proyecto y reitero que serían muy bienvenidas las apreciaciones que 
tenga a bien formular. 


SEÑOR DE LEÓN.- Será para mí un verdadero placer y un honor hacer ese trabajo. 


SEÑOR POSADA.- En el sistema político uruguayo se generó consenso en torno a que las normas que 
habían sido aprobadas en general en circunstancias especiales pero que no revelaban un estudio del 
tema habían sido ingresadas en el análisis de otros asuntos; la última modificación, por ejemplo, fue 
incluida en la primera ley de urgente consideración de este período. Creo que en todos los 
representantes de los partidos políticos había conciencia de que las normas actualmente vigentes son 
insuficientes y de allí el trabajo que ha venido desarrollando la Comisión sobre la base de la propuesta 
del doctor Rippe para tratar de lograr un marco regulatorio acorde con las circunstancias que se están 
viviendo. De hecho creo que en muchos aspectos estamos llegando tarde. 


En estos días se enfrenta un problema bastante conocido debido a la situación de la industria cervecera, en la 
que notoriamente hay un dominio del mercado y una incidencia directa en la medida en que esa empresa 
pertenece a otra de Brasil. Ese hecho tiene notoriamente influencia directa desde el punto de vista económico 
para el país por cuanto se estarían cerrando fuentes de trabajo claramente en función de decisiones de 
economía de escala, en este caso de una multinacional brasileña. Todos estos aspectos son los que han 
generado preocupación. Entonces, en momentos en que estamos culminando el trabajo, sería bienvenido que 
el doctor De León nos acercara las observaciones o comentarios que pueda aportar, en función de su 
experiencia en Venezuela y como asesor en otros países. 


SEÑOR DE LEÓN.- Quisiera preguntar cuáles son los tiempos que están previstos. ¿Se espera aprobar 
el proyecto durante esta Legislatura? 


SEÑOR PRESIDENTE.- La iniciativa obtendrá la media sanción de la Cámara de Representantes lo 
antes posible. Todos los legisladores hemos acordado respecto al proyecto, pero a último momento, las 
autoridades del Poder Ejecutivo nos pidieron ser recibidas para hacer algunas apreciaciones en 
relación a la iniciativa, por lo que acudirán a este ámbito la semana próxima y resolveremos en la otra. 
Por tanto, suponemos que en el mes de abril -o en caso de que existan dificultades de agenda, a más 
tardar en mayo- el proyecto estará aprobado en esta rama legislativa y pasará al Senado, donde 
seguramente será considerado durante unos meses. 


Si no se hace uso de la palabra, solo resta agradecer la presencia de nuestros invitados, así como los valiosos 
aportes brindados por el doctor De León. 


Se levanta la reunión. 


Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


